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   IV.    EXPEDIENTE D-11945   -   SENTENCIA C-016/18  (Marzo 14) 
           M.P. Diana Fajardo Rivera  
 

 

1. Norma acusada 

LEY 1826 DE 2017 
(enero 12) 

Por medio de la cual se establece un procedimiento penal especial abreviado y se regula la figura del 
acusador privado 

 
TÍTULO II 

DE LA ACCIÓN PENAL PRIVADA 

CAPÍTULO ÚNICO 
 
ARTÍCULO 27. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 549, así: 
Artículo 549. Acusador privado. El acusador privado es aquella persona que al ser víctima de la conducta 
punible está facultada legalmente para ejercer la acción penal representada por su abogado. 
El acusador privado deberá reunir las mismas calidades que el querellante legítimo para ejercer la acción penal. 
En ningún caso se podrá ejercer la acción penal privada sin la representación de un abogado de confianza. Los 
estudiantes de consultorio jurídico de las universidades debidamente acreditadas podrán fungir como abogados 
de confianza del acusador privado en los términos de ley. 
También podrán ejercer la acusación las autoridades que la ley expresamente faculte para ello y solo con 
respecto a las conductas específicamente habilitadas. 
 
ARTÍCULO 28. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 550, así: 
Artículo 550. Conductas punibles susceptibles de conversión de la acción penal. La conversión de la 
acción penal de pública a privada podrá autorizarse para las conductas que se tramiten por el procedimiento 
especial abreviado, a excepción de aquellas que atenten contra bienes del Estado. 

 
ARTÍCULO 29. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 551, así: 
Artículo 551. Titulares de la acción penal privada. Podrán solicitar la conversión de la acción pública en 
acción privada las mismas personas que en los términos del artículo 71 de este código se entienden como 
querellantes legítimos y las demás autoridades que expresamente la ley faculta para ello. 
Cuando se trate de múltiples víctimas, deberá existir acuerdo entre todas ellas sobre la conversión de la acción 
penal. En caso de desacuerdo, el ejercicio de la acción penal le corresponderá a la Fiscalía. Si una vez iniciado 
el trámite de conversión aparece un nuevo afectado, este podrá adherir al trámite de acción privada. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004_pr001.html#71
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El acusador privado hará las veces de fiscal y se seguirán las mismas reglas previstas para el procedimiento 
abreviado establecido en este libro. En todo aquello que no haya sido previsto de forma especial por este título 
respecto de las facultades y deberes del acusador privado, se aplicará lo dispuesto por este código en relación 
con el fiscal. 
El desarrollo de la acción penal por parte del acusador privado implica el ejercicio de función pública transitoria, 
y estará sometido al mismo régimen disciplinario y de responsabilidad penal que se aplica para los fiscales. 
 
ARTÍCULO 30. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 552, así: 
Artículo 552. Procedencia de la conversión. La conversión de la acción penal pública en acción penal 
privada podrá solicitarse ante el fiscal del caso hasta antes del traslado del escrito de acusación. 
 
ARTÍCULO 31. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 553, así: 
Artículo 553. Solicitud de conversión. Quien según lo establecido por este título pueda actuar como 
acusador privado, a través de su apoderado, podrá solicitar al fiscal de conocimiento la conversión de la acción 
penal de pública a privada. La solicitud deberá hacerse de forma escrita y acreditar sumariamente la condición 
de víctima de la conducta punible. 
El fiscal tendrá un (1) mes desde la fecha de su recibo para resolver de fondo sobre la conversión de la acción 

penal. 
En caso de pluralidad de víctimas, la solicitud deberá contener la manifestación expresa de cada una 
coadyuvando la solicitud. 
 
ARTÍCULO 32. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 554, así: 
Artículo 554. Decisión sobre la conversión. El fiscal decidirá de plano sobre la conversión o no de la acción 
penal teniendo en cuenta lo previsto en el inciso siguiente. 
En caso de aceptar la solicitud de conversión, señalará la identidad e individualización del indiciado o indiciados, 
los hechos que serán objeto de la acción privada y su calificación jurídica provisional. 
No se podrá autorizar la conversión de la acción penal pública en privada cuando se presente alguna de las 
siguientes circunstancias: 
a) Cuando no se acredite sumariamente la condición de víctima de la conducta punible; 
b) Cuando no esté plenamente identificado o individualizado el sujeto investigado; 
c) Cuando el indiciado pertenezca a una organización criminal y el hecho esté directamente relacionado con su 
pertenencia a esta; 
d) Cuando el indiciado sea inimputable; 

e) Cuando los hechos guarden conexidad o estén en concurso con delitos frente a los que no procede la 
conversión de la acción penal pública a acción privada; 
f) Cuando la conversión de la acción penal implique riesgo para la seguridad de la víctima; 
g) Cuando no haya acuerdo entre todas las víctimas de la conducta punible; 
h) Cuando existan razones de política criminal, investigaciones en contexto o interés del Estado que indiquen la 
existencia de un interés colectivo sobre la investigación; 
i) Cuando se trate de procesos adelantados por el sistema de responsabilidad penal para adolescentes; 
j) Cuando la conducta sea objetivamente atípica, caso en el cual el Fiscal procederá al archivo de la investigación. 
Si el acusador privado o su representante tuvieron conocimiento de alguna de las anteriores causales y omitieron 
ponerla de manifiesto, se compulsarán copias para las correspondientes investigaciones disciplinarias y penales. 
El Fiscal General de la Nación ejerce de forma preferente la acción penal y en virtud de ello en cualquier 
momento podrá revertir la acción penal a través de decisión motivada con base en las anteriores causales. 
PARÁGRAFO. El Fiscal General de la Nación deberá expedir, en un término no mayor a 6 meses a partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley, un reglamento en el que se determine el procedimiento interno de la 
entidad para garantizar un control efectivo en la conversión y reversión de la acción penal. 
 
ARTÍCULO 33. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 555, así: 
Artículo 555. Representación del acusador privado. El acusador privado deberá actuar por intermedio de 
abogado en ejercicio. 
Solamente podrá ser nombrado un (1) acusador privado por cada proceso. 
Cuando se ordene la reversión de la acción, el acusador privado pierde su calidad de tal y solo mantendrá sus 
facultades como interviniente en el proceso en calidad de víctima, caso en el cual se le garantizará la asistencia 
jurídica de un abogado en los términos que establece el código. 
 
ARTÍCULO 34. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 556, así: 
Artículo 556. Actos de investigación. El titular de la acción privada tendrá las mismas facultades de 
investigación que la defensa. 
El acusador privado no podrá ejecutar directamente los siguientes actos complejos de investigación: 
interceptación de comunicaciones, inspecciones corporales, registros y allanamientos, vigilancia y seguimiento 
de personas, vigilancia de cosas, entregas vigiladas, diligencias de agente encubierto, retención de 
correspondencia y recuperación de información producto de la transmisión de datos a través de las redes de 
comunicaciones. 

 
ARTÍCULO 35. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 557, así: 
Artículo 557. Apoyo investigativo. Cuando se autorice la conversión de la acción penal, la investigación y 
la acusación corresponden al acusador privado. Excepcionalmente, el acusador privado podrá solicitar 
autorización para la realización de actos complejos de investigación ante el juez de control de garantías, en este 
evento, el juez además de verificar el cumplimiento de los requisitos legales, valorará la urgencia y 
proporcionalidad del acto investigativo. De encontrarlo procedente, el juez ordenará al fiscal que autorizó la 
conversión de la acción penal o al que para el efecto se designe, que coordine su realización. 
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La ejecución del acto complejo de investigación estará a cargo exclusivamente de la Fiscalía General de la 
Nación y deberá realizarse en los términos establecidos en la ley para cada caso. 
Culminada la labor el fiscal acudirá ante juez de garantías, en los términos de este código, para realizar el 
control posterior correspondiente. 
Legalizado el acto, la evidencia recaudada y la información legalmente obtenida en la diligencia serán puestas 
a disposición del acusador privado respetando los protocolos de cadena de custodia. 
PARÁGRAFO 1o. La información recaudada en el marco de los actos de investigación aquí descritos gozará 
de reserva. En consecuencia, el acusador privado no podrá divulgar la información a terceros ni utilizarla para 
fines diferentes al ejercicio de la acción penal, so pena de incurrir en alguna de las conductas previstas en el 
Código Penal. 
PARÁGRAFO 2o. Si el acusador privado es sorprendido en actos de desviación de poder por el ejercicio de los 
actos de investigación se revertirá inmediatamente el ejercicio de la acción. Asimismo, se compulsarán las copias 
penales y disciplinarias correspondientes. 
 
ARTÍCULO 36. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 558, así: 
Artículo 558. Solicitud de medida de aseguramiento. Cuando la acción penal sea ejercida por el acusador 
privado, este podrá acudir directamente ante el juez de control de garantías para solicitar la medida de 

aseguramiento privativa o no privativa de la libertad. 
 
ARTÍCULO 37. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 559, así: 
Artículo 559. Traslado de la custodia de los elementos materiales probatorios, evidencia física e 
información legalmente obtenida. Una vez ordenada la conversión de la acción pública a privada, el fiscal 
de conocimiento entregará los elementos materiales probatorios, evidencia física e información legalmente 
obtenida al apoderado del acusador privado, respetando la cadena de custodia. De este acto, se dejará un acta 
detallada. 
Realizado el traslado del artículo anterior, la custodia de los elementos materiales probatorios, evidencia física 
y la información legalmente obtenida corresponderá exclusivamente al acusador privado. Es deber del Fiscal del 
caso, guardar una copia de los elementos materiales probatorios, evidencia física e información legalmente 
obtenida que haya sido entregada al acusador privado, cuando ello fuere posible. El Fiscal podrá utilizar para 
ello cualquier medio que garantice la fidelidad y autenticidad de la información entregada. 
PARÁGRAFO. De la misma manera se procederá cuando la Fiscalía ordene la reversión de la acción penal. 
 
ARTÍCULO 38. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 560, así: 

Artículo 560. Reversión. En cualquier momento de la actuación, de oficio o por solicitud de parte, el fiscal 
que autorizó la conversión podrá ordenar que la acción privada vuelva a ser pública y desplazar en el ejercicio 
de la acción penal al acusador privado cuando sobrevenga alguna de las circunstancias descritas en el 
artículo 554. En este evento, el fiscal retomará la actuación en la etapa procesal en que se encuentre. 
Además de las causales previstas en el artículo 554, el Fiscal ordenará la reversión de la acción penal cuando 
se verifique la ocurrencia del supuesto de hecho contemplado por el parágrafo 2o del artículo 557 o una ausencia 
permanente del abogado de confianza del acusador privado. 
 
ARTÍCULO 39. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 561, así: 
Artículo 561. Traslado y presentación de la acusación privada. Además de lo dispuesto para la acusación 
en el procedimiento abreviado, el escrito de acusación deberá tener como anexo la orden emitida por el fiscal 
que autoriza la conversión de la acción pública a privada. 
 
ARTÍCULO 40. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 562, así: 
Artículo 562. Preclusión por atipicidad absoluta. Además de lo previsto por el parágrafo del 
artículo 332 de este código, la defensa podrá solicitar al juez de conocimiento la preclusión cuando al acusado 
se le atribuya una conducta que no esté tipificada en la ley penal. 
 
ARTÍCULO 41. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 563, así: 
Artículo 563. Destrucción del objeto material del delito. En las actuaciones por conductas punibles en 
las que se empleen como medios o instrumentos para su comisión, armas de fuego o armas blancas, una vez 
cumplidas las previsiones de este código relativas a la cadena de custodia y después de ser examinadas por 
peritos para los fines investigativos pertinentes, se procederá a su destrucción previa orden del fiscal de 
conocimiento, siempre que no sean requeridas en la actuación a su cargo. 
PARÁGRAFO. La Fiscalía General de la Nación aplicará el procedimiento previsto en este artículo para las 
armas de fuego o armas blancas que actualmente se encuentran a su disposición. 
 
ARTÍCULO 42. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 564 así: 
Artículo 564. De la reparación integral al acusador privado. El acusador privado podrá formular su 
pretensión de reparación dentro del procedimiento especial abreviado, para tal efecto deberá incorporarla en el 
traslado y en la presentación del escrito de acusación. 
Igualmente, deberá descubrir, enunciar y solicitar las pruebas que pretenda hacer valer para demostrar su 

pretensión en los mismos términos y oportunidades procesales previstos en el procedimiento especial abreviado. 
PARÁGRAFO 1o. En la sentencia el juez condenará al penalmente responsable al pago de los daños causados 
con la conducta punible de acuerdo a lo acreditado en el juicio. 
PARÁGRAFO 2o. En el evento en que el acusador privado previamente haya acudido a la jurisdicción civil para 
obtener reparación económica, la pretensión de reparación integral no podrá incluir tales aspectos. 
PARÁGRAFO 3o. Cuando el acusador privado no formule una pretensión de reparación dentro del 
procedimiento especial abreviado podrá acudir ante la jurisdicción civil para tal efecto. 
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2. Decisión  

Primero.- LEVANTAR la suspensión de términos decretada dentro del presente proceso 
mediante Auto 230 del 11 de mayo de 2017. 

Segundo.- Declararse INHIBIDA para decidir sobre la demanda presentada contra los 
artículos 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41 y 42 de la Ley 1827 de 
2016 “por medio de la cual se dictan disposiciones sobre amnistías, indultos y tratamientos 
penales especiales y otras disposiciones”. 
 
2. Síntesis de los fundamentos  

La Corte Constitucional se declaró inhibida para decidir el problema jurídico, toda vez que 
los accionantes no satisficieron las cargas argumentativas mínimas previstas por la 
corporación para la construcción de un cargo contra una norma legal. Concretamente, 
estimó que los accionantes no interpretaron adecuadamente el parámetro de control, pues 
si bien invocan el artículo 250 de la Constitución en su integridad, su cargo plantea como 
premisa esencial, que este precepto confiere exclusivamente el ejercicio de la acción penal 
a la Fiscalía General de la Nación y, por lo tanto, no permite la “privatización” de la misma. 
No obstante, dejan de lado en su argumentación, que el parágrafo 2º del mismo artículo 
(incorporado a la disposición mediante el Acto Legislativo 06 de 2013) prevé una excepción 
expresa, en la que permite, bajo ciertas condiciones, conferir a la víctima el ejercicio de la 
acción penal.  

El yerro de considerar que el ejercicio de la acción penal por parte de la Fiscalía es una regla 
absoluta, en contra de la literalidad del Texto Superior, llevó a los demandantes a incumplir 
también las cargas requeridas para la debida formulación del cargo.  
 

 
ANTE LA AUSENCIA DE CAUSALES DE NULIDAD FUNDADAS EN EL PRESUNTO DESCONOCIMIENTO 

DE LA JURISPRUDENCIA VIGENTE Y LA VULNERACIÓN AL DEBIDO PROCESO, LA CORTE 

CONSTITUCIONAL NEGÓ LA SOLICITUD DE NULIDAD DE LA SENTENCIA T-543/17 QUE SE 

PRONUNCIÓ SOBRE LA IMPROCEDENCIA DE CONTROL PREVIO POR PARTE DE LA 

SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO, DE LA INFORMACIÓN Y CAMPAÑA RELATIVA 

A LOS EFECTOS EN LA SALUD DE LAS BEBIDAS ENDULZADAS 
 




